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RESPUESTA AL CUESTIONARIO SOBRE LA

“ELABORACIÓN DE UN PROYECTO DE CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA EL RACISMO Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN E INTOLERANCIA
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MISIÓN PERMANENTE DE ANTIGUA Y BARBUDA

ANTE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

Washington, D.C.

PMAB/DPA:17B/2001


La Misión Permanente de Antigua y Barbuda saluda atentamente a la Subsecretaria de Asuntos Jurídicos y tiene el honor de referirse al cuestionario sobre el Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia – un tema actual de discusión por los Estados Miembros de la OEA en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos.


La Misión Permanente se complace además en informar a la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos que el Gobierno de Antigua y Barbuda, a través de su Ministerio de Justicia y Asuntos Jurídicos, ha remitido su respuesta a dicho cuestionario, y de conformidad con el plazo establecido para la presentación de respuestas por parte de los Estados Miembros, se complace en remitir la misma a la Subsecretaría.


La Misión Permanente de Antigua y Barbuda ante la Organización de los Estados Americanos aprovecha esta oportunidad para reiterar a la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos las seguridades de su más alta y distinguida consideración.

10 de abril de 2001

Washington, D.C.

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

DE ANTIGUA Y BARBUDA

ACTA:


DE:
Consejero de la Corona, Ministerio de Justicia y Asuntos Jurídicos


A:
Secretaría Permanente, Ministerio de Relaciones Exteriores


FECHA:
3 de abril de 2001


REF:
AG 20/88

Cuestionario, Proyecto de Convención Interamericana

contra el racismo y toda forma de discriminación e intolerancia


El Procurador General me ha encomendado responder y remitirles lo siguiente:


Antigua y Barbuda, de conformidad con el Registro de Tratados del Ministerio de Relaciones Exteriores, ratificó la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial el 25 de octubre de 1985. En resumen, proponer otra convención para prevenir, sancionar y erradicar toda forma de discriminación (incluida la racial) e intolerancia “que tiene por objeto mandar una clara señal política”, como se declara expresamente, puede ser artero en las circunstancias actuales.


La actual Convención Internacional resolvió adoptar “todas las medidas necesarias para eliminar rápidamente la discriminación racial en todas sus formas y manifestaciones”, incluso dentro del propio Estado; y define la “discriminación racial” como “toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública”.


Dado el ejemplo de los instrumentos de derechos humanos, puede no ser necesario contar con otro tratado que virtualmente subscriba o cubra las mismas cuestiones, y que exista simultáneamente con la Convención Internacional. Bajo esas circunstancias, quizás la principal preocupación sería con cuál de los dos instrumentos se procedería. Si existen diferencias en sanciones o temas cubiertos, entontes esto podría verse afectado por enmiendas vía Protocolos ulteriores. Otra preocupación con el proyecto que se propone sería cualquier posible implicación financiera prohibitiva para el país. Además, la OEA propone incluir referencias respecto a los derechos de las minorías, la atención de salud, la educación y el estado migratorio – asuntos que ya están cubiertos en el significado amplio de la Convención Internacional y, en algunas áreas, por la legislación actual y la Constitución.


La Convención de las Naciones Unidas parece cubrir el área de forma adecuada. Si el caso fuera que Antigua y Barbuda se siente inclinada a estar más involucrada o a optar por, desde el punto de vista jurídico, un mecanismo más regional o una solución más rápida de ciertas cuestiones, entonces, procurar el establecimiento de una Convención Interamericana podría ser el curso preferido. Sin embargo, esto no parece ser imprescindible en base a la documentación presentada. Esto es así dada la ausencia de cualquier texto actual, ventajas peculiares o preocupaciones específicas, tal y como lo prevé y esboza la Misión Permanente.


Como tal, la pregunta 1, sin más, se respondería de forma negativa.


Lo antedicho se remite como un asunto de principio e implicaciones jurídicas, y no desde un punto de vista político.

Atentamente



J. Laurent (Sra.)


Consejera de la Corona
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